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S E N T E N C I A  N U N C  P R O  T U N C 1 
 

En San Juan, Puerto Rico, a 28 de abril de 2021. 

-I- 

 Comparece la señora Marisol Figueroa Báez y, por 

subrogación, la Corporación del Fondo del Seguro del 

Estado, en adelante y en conjunto la parte apelante, y 

nos solicitan que revoquemos una Sentencia emitida el 13 

de noviembre de 2020 por el Tribunal de Primera 

Instancia, Sala Superior de San Juan. Mediante la 

aludida sentencia, el foro primario desestimó con 

perjuicio la acción de la parte apelante en contra de 

las codemandadas, Deya Elevator Service, Inc., en 

adelante Deya, y MAPFRE PRAICO Insurance Company, en 

adelante MAPFRE.  

 Habiendo tenido la oportunidad de evaluar los 

recursos presentados, a la luz del derecho aplicable y 

 
1 Se enmienda nuestra sentencia de 28 de abril de 2021 Nunc Pro 

Tunc, a los únicos efectos de corregir la composición del panel. 

En todo lo demás, nuestro dictamen permanece inalterado.  
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por los fundamentos que explicaremos a continuación, se 

confirma la Sentencia apelada.  

-II- 

 Surge del expediente que, el 15 de junio de 2016, 

la apelante presentó en el antedicho foro primario una 

Demanda de Subrogación sobre daños y perjuicios en 

contra de la Autoridad de Edificios Públicos, Deya y 

MAPFRE, esta última como aseguradora de Deya.   

Según expuso la parte apelante, el 24 de abril de 

2014, la señora Figueroa Báez se encontraba en el Cuartel 

General de la Policía de Puerto Rico, a eso de la 6:30am, 

cuando decidió abordar el ascensor para llegar al octavo 

piso del edificio. Alegó que, luego de que otra pasajera 

bajara en el cuarto piso, la luz del ascensor se apagó 

y este ascendió al onceavo piso, donde comenzó a dar 

golpes, como si se estrellara contra el techo. La señora 

Figueroa Báez, según indico en su demanda, se cayó en 

varias ocasiones debido al movimiento violento del 

ascensor hasta que logró salir cuando este se detuvo en 

el quinto piso.2  

Adujo, además, que la señora Figueroa Báez “sufrió 

lesiones en la región lumbar (herniación discal a nivel 

L5-S1), lesiones en el lado derecho del cuerpo, brazo, 

hombro, mano, pierna, área del antebrazo y brazo, 

cuello, pecho inflamado y adormecimiento dela [sic] cara 

así como las piernas, las cuales se le aduermen mucho”.3 

Añadió que la señora Figueroa Báez “estuvo expuesta a un 

prolongado y doloroso tratamiento médico, el cual 

incluyó, entre otras cosas, catorce (14) sesiones de 

 
2 Véase, Apéndice del recurso, Demanda presentada el 15 de junio de 

2016, en el caso de Marisol Figueroa Báez; et. als v. Autoridad de 

Edificios Públicos; et. als., Civil #KDP2016-0653, págs. 3-7. 
3 Id., pág. 5.   
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fisioterapias con el fin de curar y/o aliviar los dolores 

que le provocaban las lesiones sufridas por el 

accidente”.4  

Esto, según la parte apelante, provocó daños que 

ascendían a los $150,000; de igual forma, exigió la suma 

de $27,000 por concepto de pérdida de ingresos. Por otro 

lado, la parte apelante expuso que, al ser un accidente 

en el área de trabajo, la señora Figueroa Báez recibió 

tratamiento por parte de la Corporación del Fondo del 

Seguro del Estado, cuyo costo fue de $6,866.88, y que se 

debía compensar a la corporación pública. Por último, la 

parte apelante solicitó al foro apelado que impusiera a 

la parte apelada pagar costas y gastos razonables por 

concepto de honorarios de abogado.  

Luego de varios incidentes procesales y concluido 

el descubrimiento de prueba, el 11 de junio de 2020, 

Deya y MAPFRE presentaron una Solicitud de Sentencia 

Sumaria. En esencia, indicó que la parte apelante no 

contaba con suficiente prueba para demostrar que su 

accidente se debió a la culpa o negligencia de Deya, por 

lo que no procedía la indemnización solicitada. De igual 

forma, argumentaron que la parte apelante no había 

presentado a un perito que certificara que lo ocurrido 

en el ascensor, en efecto, ocurrió y como esto era 

producto de la negligencia de Deya.5  

Consecuentemente, alegaron Deya y MAPFRE, la prueba 

era insuficiente para demostrar que el accidente de la 

señora Figueroa Báez fue producto de un mantenimiento 

inadecuado por parte Deya, por lo que solicitaron al 

foro primario desestimar con perjuicio la demanda de la 

 
4 Id. 
5 Id., Solicitud de Sentencia Sumaria, presentada el 11 de junio de 

2020, págs. 8-16.  
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parte apelante. La parte apelante presentó su Oposición 

a Solicitud de Sentencia Sumaria el 22 de junio de 2020, 

en la que la arguyó que sí existía controversia sobre el 

mantenimiento que había dado Deya al ascensor con 

anterioridad al accidente de la señora Figueroa Baéz. 

Por lo tanto, le solicitó al foro apelado que declarar 

No Ha Lugar la solicitud de sentencia sumaria.6  

Finalmente, el Tribunal de Primera Instancia emitió 

una sentencia parcial el 13 de noviembre de 2020 

declarando con lugar la Solicitud de Sentencia Sumaria 

presentada por Deya y MAPFRE y desestimando con 

perjuicio la demanda presentada contra ellas como 

codemandadas. El foro primario estableció las siguientes 

determinaciones de hechos:  

1. Deya es una compañía autorizada, 

registrada y capacitada para realizar 

servicios de mantenimiento, reparación, 

modernización e instalación de 

ascensores y/o escaleras eléctricas en 

Puerto Rico. 

 

2. Desde abril de 2010, existe entre Deya y 
la Autoridad de Edificios Públicos, un 

Contrato de modernización y 

posteriormente de mantenimiento, 

servicio y/o reparación, el cual se 

encontraba vigente para la fecha de los 

hechos alegados en la Demanda.  

 

3. Para la fecha del evento que se alega en 
la Demanda del caso [de] epígrafe, Deya 

Elevator Service, Inc. proveía servicios 

de mantenimiento preventivo y/o 

reparación a los ascensores del Cuartel 

de la Policía de Puerto Rico, como parte 

del contrato suscrito con la Autoridad de 

Edificios Públicos.  

 

4. La demandante reclama por hechos 

alegadamente acontecidos el 24 de abril 

de 2014, en o alrededor de las 6:30am, 

cuando abordó uno de los ascensores del 

Cuartel General de la Policía de Puerto 

Rico.  

 

5. La Demanda alega que, una vez se cerró la 
puerta del ascensor, la luz se apagó y el 

 
6 Id. 
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ascensor ascendió directo al piso once 

(11), donde alega comenzó a dar golpes 

fuertes como si chocara con el techo. 

Igualmente, alega que hizo el esfuerzo 

por sujetarse de la baranda, pero debido 

a los cantazos que dio el ascensor, cayó 

al piso.  

 

6. La parte demandante no contrató perito de 
negligencia para establecer la causa por 

la cual ocurrió el incidente alegado en 

la Demanda. 

 

7. De los documentos sometidos por las 

partes surge que Deya le dio 

mantenimiento al ascensor, sin embargo, 

no existe forma de determinar si el mismo 

fue uno adecuado, por no haber prueba 

pericial para establecerlo.7 

El foro apelado entendió que no habían hechos en 

controversia, por lo cual el caso podía disponerse por 

la vía sumaria. Sobre este particular, indicó que 

“[l]uego de evaluar las posiciones de las partes y el 

expediente de autos, resulta forzoso concluir que la 

parte demandante no cuenta con evidencia suficiente que 

demuestra que el accidente alegadamente ocurrido y que 

motiva el caso de epígrafe, se debió a la culpa o 

negligencia de Deya”.8 Por lo tanto, no existían 

controversias reales hechos materiales en cuanto al 

elemento de negligencia en la causa de acción de la parte 

apelante contra las codemandadas.   

Por otro lado, el foro de primera instancia 

determinó que la parte apelante incumplió con la Regla 

36 de Procedimiento Civil al presentar su oposición a 

sentencia sumaria y no colocó al foro primario en 

posición para dilucidar la posible negligencia de Deya. 

Coligió que la parte apelante falló en presentar prueba 

pericial que demostrara que Deya no había realizado 

adecuadamente el mantenimiento del ascensor donde 

 
7 Id., Sentencia emitida por la Honorable Juez Laureana Pérez Pérez, 

págs. 53-54.  
8 Id., pág. 58.  
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ocurrió el accidente. Como consecuencia, desestimó la 

demanda en cuanto a las codemandadas Deya y MAPFRE.9  

Insatisfecha con la determinación del Tribunal de 

Primera Instancia, el 14 de diciembre de 2020, la parte 

apelante presentó el recurso de Apelación ante nuestra 

consideración, en el cual señaló los siguientes errores:  

PRIMER ERROR: Erró el Tribunal de Primera 

Instancia al no denegar la Solicitud de 

Sentencia Sumaria por falta de prueba sin 

que existiera justa causa y sin aquilatar 

la prueba ante su consideración, 

presentada en la oposición de la misma.  

 

SEGUNDO ERROR: Erró el Tribunal de 

Primera Instancia al determinar que, ante 

la carencia de prueba pericial, la parte 

demandante está totalmente impedida de 

probar los elementos necesarios para 

establecer la negligencia desplegada por 

Deya en el mantenimiento de los 

elevadores.  

   

Contando con la comparecencia de ambas partes, 

procedemos a resolver el presente recurso de Apelación, 

no sin antes discutir el derecho aplicable. 

-III- 

A. La Sentencia Sumaria 

La Regla 36 de Procedimiento Civil permite a un 

tribunal dictar sentencia sumariamente cuando los hechos 

no están en controversia y el derecho favorece la 

posición de la parte que la solicita.10 La sentencia 

sumaria tiene como propósito aligerar la tramitación de 

un caso permitiendo que se dicte sentencia sin necesidad 

de que se tenga que celebrar la vista en los méritos, 

cuando de los documentos no controvertidos que se 

acompañan con la solicitud surge que no existe una 

legítima controversia de hecho a ser dirimida, [y] solo 

resta aplicar el derecho [;] y no se ponen en peligro o 

 
9 Id., págs. 58-60.  
10 Regla 36 de Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V, R. 36 
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se lesionan los intereses de las partes.11 Así pues, bien 

utilizada, la sentencia sumaria acelera “la litigación 

de pleitos que no presenten genuinas controversias sobre 

hechos materiales”.12 

 La Regla 36.1 permite a una parte que haya 

solicitado un remedio a su favor presentar una moción de 

sentencia sumaria.13 Por otro lado, la Regla 36.2 

contempla que la parte contra la que se reclama sea quien 

la presente.14 La moción puede presentarse luego de haber 

transcurrido el término de veinte días a partir de la 

fecha que se emplaza, pero no más tarde de los treinta 

(30) días siguientes a la fecha límite establecida por 

el tribunal para concluir el descubrimiento de prueba. 

La moción deberá estar fundada en declaraciones juradas 

o en otra evidencia para “poder mostrar previo al juicio 

que. . . no existe una controversia material de hechos 

que deba ser dirimida en un juicio plenario y [que], por 

lo tanto, el tribunal está en posición de aquilatar 

precisamente esa evidencia para disponer del caso ante 

sí”.15  

La Regla 36.3 de Procedimiento Civil, en sus 

incisos (a) y (b), establece el procedimiento a seguir 

para presentar y oponerse a una moción de sentencia 

sumaria. Así, se requiere que la moción de sentencia 

sumaria contenga una relación de hechos esenciales y 

 
11 Corp. Presiding Bishop CJC of LDS v. Purcell, 117 DPR 714, 720 

(1986); Meléndez González v. M. Cuebas, 193 DPR 100, 109 (2015); 

Rodríguez Méndez, et al. v. Laser Eye Surgery Mgmnt. Of PR, 195 DPR 

769, 784-785 (2016). 
12 J.A. Echevarría Vargas, Procedimiento Civil Puertorriqueño, 1ra 

ed. rev., Colombia, Nomos, 2012, pág. 36; SLG Zapata-Rivera v. JF 

Montalvo, 189 DPR 414, 430 (2013); Const. José Carro v. Mun. de 

Dorado, 186 DPR 113, 128 (2013); Padín v. Rossi, 100 DPR 259, 263 

(1971); Roth v. Lugo, 87 DPR 386, 393-395 (1963).   
13 Regla 36.1 de Procedimiento Civil, supra.  
14 Regla 36.2 de Procedimiento Civil, supra.  
15 Rodríguez Méndez, et al. v. Laser Eye Surgery Mgmnt. Of PR, supra, 

págs. 784-785; Regla 36.2 de Procedimiento Civil, supra. 
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pertinentes organizada en párrafos enumerados, con 

referencia a las páginas de las declaraciones juradas o 

de alguna otra prueba incluida o anejada que sea 

admisible en evidencia, y que demuestran que sobre los 

mismos no hay controversia sobre hechos materiales.16 Por 

su parte, la moción en oposición a que se dicte una 

sentencia sumaria deberá también contener una relación 

de aquellos hechos de buena fe controvertidos, con 

referencia a los párrafos enumerados contenidos en la 

moción de la parte promovente y referencia a las páginas 

de la evidencia donde se establecen, o a cualquier otro 

documento admisible.17 Deberá contener además una 

relación enumerada de los hechos que no están en 

controversia igualmente referenciados a las páginas 

unidas o anejadas donde se establecen.18  

Así pues, presentada una moción bajo esta Regla, 

procede dictar sentencia sumaria si las alegaciones, 

deposiciones, contestaciones a interrogatorios y 

admisiones ofrecidas, en unión a las declaraciones 

juradas y alguna otra evidencia si las hubiere, 

acreditan la inexistencia de una controversia real y 

sustancial respecto a algún hecho esencial y pertinente 

y, además, si el derecho aplicable así lo justifica.19  

Al resolver una moción bajo esta Regla ante el 

Tribunal de Primera Instancia “se les requiere a los 

jueces que aun cuando denieguen, parcial o totalmente, 

una Moción de Sentencia Sumaria, determinen los hechos 

 
16 Regla 36.3(a) de Procedimiento Civil, supra. 
17 Regla 36.3(b) de Procedimiento Civil, supra.   
18 Id. 
19 SLG Zapata-Rivera v. J.F. Montalvo, supra, pág. 430; Véase Regla 

36.3(e) de Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V, R. 36.3(e); Lugo 

Montalvo v. Sol Meliá Vacation Club, supra, pág. 225; Oriental v. 

Perapi et al., supra, pág. 25; Corp. Presiding Bishop CJC of LDS v. 

Purcell, supra, pág. 720. 
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que han quedado incontrovertidos y aquellos que aún 

están en controversia”.20 Es decir, la Regla 36.4 de 

Procedimiento Civil “hace énfasis en el carácter 

mandatorio de la determinación de hechos materiales 

sobre los cuales no hay controversia sustancial y los 

hechos materiales que están de buena fe 

controvertidos”.21 Ello responde a que “[e]sta es la 

única forma de propiciar una revisión adecuada por los 

foros apelativos”.22  

Ahora bien, al resolver una moción de sentencia 

sumaria, el tribunal declarará toda duda con respecto a 

los hechos no controvertidos del modo más favorable a la 

parte que se opone a la resolución del pleito por la vía 

sumaria.23 Sin embargo, “cualquier duda no es suficiente 

para derrotar una moción de sentencia sumaria. Tiene que 

ser una duda que permita concluir que existe una 

controversia real y sustancial sobre hechos relevantes 

y pertinentes”.24  

Como regla general, los tribunales, están impedidos 

de dictar sentencia sumariamente en cuatro (4) 

instancias principales cuando “(1) existan hechos 

materiales y esenciales controvertidos; (2) haya 

alegaciones afirmativas en la demanda que no han sido 

refutadas; (3) surja de los propios documentos que 

acompañan la moción una controversia real sobre algún 

 
20 Meléndez González v. M. Cuebas, supra, pág. 113. (Citas omitidas). 
21 J.A. Cuevas Segarra, Tratado de Derecho Procesal Civil, 2da ed., 

San Juan, Pubs. JTS, 2011, T. III, págs. 1074-1075 citado por 

Meléndez González v. M. Cuebas, supra, págs. 113. 
22 Id. 
23 Mejías v. Carrasquillo, supra, pág. 300; Corp. Presiding Bishop 

CJC of LDS v. Purcell, supra, pág. 721. 
24 Ramos Pérez v. Univisión, supra, pág. 214, citado por Mejías v. 

Carrasquillo, supra, pág. 300. 
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hecho material y esencial, o (4) como cuestión de derecho 

no procede [dictarla]”.25 

 En el caso de este Tribunal de Apelaciones, es norma 

establecida que estamos obligados a resolver los asuntos 

planteados ante nuestra consideración.26 Ello en aras a 

que el Tribunal Supremo de Puerto Rico, en adelante 

Tribunal Supremo, “cuente con un récord completo al 

momento de ejercer su función apelativa”.27 Con respecto 

al estándar de revisión que debe utilizar este Tribunal 

de Apelaciones al momento de revisar determinaciones del 

Foro de Instancia en donde se concedan o denieguen 

mociones de Sentencia Sumaria, el Tribunal Supremo ha 

expresado cuatro consideraciones que deberá seguir este 

Tribunal de Apelaciones al momento de revisar una moción 

de sentencia sumaria.28  

Primero, “el Tribunal de Apelaciones se encuentra 

en la misma posición del Tribunal de Primera Instancia 

al momento de revisar Solicitudes de Sentencia Sumaria. 

. . y aplicará los mismos criterios que [la Regla 36] y 

la jurisprudencia imponen a ese foro”.29 Ello, enmarcado 

en la limitación de “que no puede tomar en consideración 

evidencia que las partes no presentaron ante el Tribunal 

de Primera Instancia y no puede adjudicar los hechos 

materiales en controversia, ya que ello le compete al 

foro primario luego de celebrado el juicio en su 

 
25 Vera v. Dr. Bravo, supra, págs. 333-334; Oriental Bank v. Perapi 

et als., supra, págs. 26-27; SLG Szendrey-Ramos v. Consejo de 

Titulares, 184 DPR 133, 167 (2011). 
26 Meléndez González v. M. Cuebas, supra, pág. 114 haciendo 

referencia a Maldonado Bermúdez v. Maldonado González, 141 DPR 19 

(1996). 
27 Id. 
28 Meléndez González, et als. v. M. Cuebas, Inc., 193 DPR 100, 115 

& 118 (2015); Vera v. Dr. Bravo, 161 DPR 308, 334-335 (2004); J. 

Echevarría Vargas, supra, pág. 229 basándose en Rodríguez Cancel y 

otros v. AEE, 116 DPR 443 (1985).   
29 Id., pág. 118. 



 
 

 
KLAN202001011    

 

11 

fondo”.30 “La revisión del Tribunal de Apelaciones es una 

de novo y debe examinar el expediente de la manera más 

favorable a favor de la parte que se opuso a la Moción 

de Sentencia Sumaria en el foro primario, llevando a 

cabo todas las inferencias permisibles a su favor”.31  

Segundo, el Tribunal de Apelaciones “debe revisar 

tanto la Moción de Sentencia Sumaria como su Oposición 

cumplan con los requisitos de forma codificados en la 

Regla 36 de Procedimiento Civil. . . y discutidos en SLG 

Zapata Rivera v. JF Montalvo, supra”.32  

 Tercero, este Tribunal tendrá que “cumplir con la 

exigencia de la Regla 36.4 de Procedimiento Civil y debe 

exponer concretamente cuales hechos materiales 

encontr[aron] en controversia y cuáles están 

incontrovertidos”.33 “Esta delimitación puede hacerse en 

la Sentencia que disponga del caso y puede hacer 

referencia al listado numerado de hechos 

incontrovertidos que emitió el foro primario en su 

Sentencia”.34  

 Cuarto, y, por último, de este Foro Apelativo 

“encontrar que los hechos materiales realmente están 

incontrovertidos. . . procederá entonces a revisar de 

novo si el Tribunal de Primera Instancia aplicó 

correctamente el Derecho a la controversia”.35  

 Por otro lado, la moción de sentencia sumaria no 

puede convertirse en un instrumento para privar a una 

parte de su derecho al debido proceso de ley.36 La Regla 

36.6 de las de Procedimiento Civil dispone que si de las 

 
30 Id. 
31 Id. 
32 Id. 
33 Id. 
34 Id.  
35 Id., pág. 119. 
36 García Rivera et al. v Enriquez, 153 DPR 323, 339 (2001). 
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declaraciones juradas del opositor a la moción resulta 

que este no puede presentar mediante declaraciones 

juradas hechos esenciales para justificar su oposición, 

"el tribunal podrá denegar la solicitud de sentencia o 

posponer su consideración concediéndole a la parte 

promovida un término razonable para que pueda obtener 

declaraciones juradas, tomar deposiciones, conseguir que 

la otra parte le facilite cierta evidencia o dictar 

cualquier otra orden que sea justa”.37  

Al interpretar la Regla 36.6 de Procedimiento 

Civil, nuestro Foro Judicial de Última Instancia ha 

declarado que “en circunstancias particulares, es 

preciso aplazar la disposición de una moción de 

sentencia sumaria hasta que se concluya el proceso de 

descubrimiento de prueba para que la parte promovida 

tenga la oportunidad de refutarla debidamente".38 "En 

otras palabras, confrontado el tribunal con una 

solicitud de sentencia sumaria prematura, éste puede, en 

el ejercicio de su discreción, posponer la evaluación de 

la moción o denegarla en esta etapa de los 

procedimientos. . .".39  

Ello responde a que "[a]coger una moción de 

sentencia sumaria de forma prematura puede tener el 

efecto de privar al promovido de sus derechos sin un 

debido proceso de ley".40  

B. La Apreciación de la Prueba 

Es harto conocido que los tribunales apelativos no 

deben intervenir con la apreciación de la prueba, la 

 
37 Regla 36.6 de Procedimiento Civil, supra. 
38 Santiago v. Ríos Alonso, 156 DPR 181, 194 (2002). 
39 Pérez v. El Vocero de P.R., 149 DPR 427, 449-450 (1999). 
40 Id., pág. 449. Véase, García Rivera et al. v Enriquez, supra, 

págs. 339-341. 

javascript:citeSearch('156DPR181',%20'MJPR_DPR')
javascript:citeSearch('149DPR427',%20'MJPR_DPR')
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adjudicación de credibilidad y las determinaciones de 

hechos que realiza el foro primario.41 Nuestro Tribunal 

Supremo ha manifestado que los foros apelativos “no 

deben intervenir con determinaciones emitidas por el 

foro primario y sustituir el criterio utilizado por 

dicho foro en el ejercicio de su discreción, salvo que 

se pruebe que dicho foro actuó con prejuicio o 

parcialidad, incurrió en craso abuso de discreción, o 

que incurrió en error manifiesto”.42  

Recientemente, nuestra última instancia de derecho 

local expresó lo que constituye que un juez adjudique 

con pasión, prejuicio o parcialidad, o que su 

determinación sea un error manifiesto, de la siguiente 

manera:  

[U]n juzgador incurre en pasión, 

prejuicio o parcialidad si actúa "movido 

por inclinaciones personales de tal 

intensidad que adopta posiciones, 

preferencias o rechazos con respecto a 

las partes o sus causas que no admiten 

cuestionamiento, sin importar la prueba 

recibida en sala e incluso antes de que 

se someta prueba alguna". Por otro lado, 

enunciamos que se consideran claramente 

erróneas las conclusiones del foro 

revisado "si de un análisis de la 

totalidad de la evidencia, este Tribunal 

queda convencido de que se cometió un 

error. . . [porque] las conclusiones 

están en conflicto con el balance más 

racional, justiciero y jurídico de la 

totalidad de la evidencia recibida". Es 

decir, consideramos que se incurre en un 

error manifiesto cuando "la apreciación 

de esa prueba se distancia de la realidad 

fáctica o es inherentemente imposible o 

increíble".43 

 

 Por otro lado: 

Un tribunal puede incurrir en abuso de 

discreción cuando el juez ignora sin 

fundamento algún hecho material; cuando 

 
41 Sucn. Rosado v. Acevedo Marrero, 196 DPR 884, 917 (2016); Dávila 

Nieves v. Meléndez Marín, 187 DPR 750, 771 (2013). 
42 Citibank, N.A. v. Cordero Badillo, 200 DPR 724, 736 (2018); Ramos 

Milano v. Wal–Mart, 168 DPR 112, 121 (2006). 
43 Pueblo v. Toro Martínez, 200 DPR 834, 859 (2018), citando lo 

dispuesto en Dávila Nieves v. Meléndez Marín, supra. 
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el juez le concede demasiado peso a un 

hecho inmaterial y funda su decisión 

principalmente en ese hecho irrelevante, 

o cuando este, a pesar de examinar todos 

los hechos del caso, hace un análisis 

liviano y la determinación resulta 

irrazonable.44  

 

 En síntesis, ante una alegación de pasión, 

prejuicio o parcialidad, los foros apelativos debemos 

evaluar si el juez o la jueza cumplió su función judicial 

de adjudicar la controversia específica conforme a 

derecho y de manera imparcial, pues sólo así podremos 

descansar con seguridad en sus determinaciones de 

hechos.45  

 De otra parte, y por también considerarlo en 

extremo pertinente para la correcta disposición del 

asunto que nos ocupa, conviene recordar que al hablar de 

"la discreción que tiene un tribunal de justicia" nos 

referimos a la facultad que tiene dicho foro para 

resolver de una forma u otra, o de escoger entre varios 

cursos de acción.46 El ejercicio adecuado de tal 

discreción está "inexorable e indefectiblemente atado al 

concepto de la razonabilidad".47 En ese sentido, la 

discreción es "una forma de razonabilidad aplicada al 

discernimiento judicial para llegar a una conclusión 

justiciera".48 Esta se "nutre de un juicio racional 

apoyado en la razonabilidad y fundamentado en un sentido 

llano de justicia; no es función al antojo o voluntad de 

uno, sin tasa ni limitación alguna".49  

 
44 Citibank, N.A. v. Cordero Badillo, supra, pág. 736; Pueblo v. 

Custodio Colón, 192 DPR 567, 588-589 (2015). 
45 Dávila Nieves v. Meléndez Marín, supra, pág. 777.  
46 Citibank, N.A. v. Cordero Badillo, supra, pág. 735; García López 

y otro v. E.L.A., 185 DPR 371 (2012); García v. Padró, 165 DPR 324, 

334 (2005). 
47 Id.; García v. Asociación, 165 DPR 311, 321 (2005); García v. 

Padró, supra, pág. 335. 
48 Id.; Medina Nazario v. McNeil Healthcare LLC, 194 DPR 723, 729 

(2016). 
49 Id.; SLG Zapata-Rivera v. J.F. Montalvo, 189 DPR 414, 435 (2013). 
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Partiendo de esas premisas, la discreción que 

cobija al Tribunal de Primera Instancia en sus 

determinaciones discrecionales es amplia, por lo que sus 

decisiones merecen gran deferencia.50 Ello, pues es el 

foro primario quien conoce las particularidades del 

caso, tiene el contacto con los litigantes y examina la 

prueba presentada por éstos.51  

 Esto, pues en nuestro ordenamiento judicial le 

damos deferencia al juzgador de hechos en cuanto a su 

apreciación de la prueba testifical porque, al ser una 

tarea llena de elementos subjetivos, es quien está en 

mejor posición para aquilatarla.52 Es el Tribunal de 

Primera Instancia el que tuvo la oportunidad de oír y 

ver el comportamiento del testigo.53 Por ello, cuando la 

evidencia directa de un testigo le merece entero crédito 

a este, ello es prueba suficiente de cualquier hecho.54 

Además, la Regla 110 de Evidencia dispone que un testigo 

que merezca entero crédito al Tribunal de Primera 

Instancia es prueba suficiente de cualquier hecho.55  

 De esa forma, la intervención con la evaluación de 

la prueba testifical procedería en casos en los que, 

luego de un análisis integral de la prueba, nos cause 

una insatisfacción o intranquilidad de conciencia tal 

que estremezca nuestro sentido básico de justicia.56 Este 

estándar de revisión, por ejemplo, restringe nuestra 

facultad para sustituir el criterio del foro primario a 

 
50 Id.; Mejías et al. v. Carrasquillo et al., 185 DPR 288, 306-307 

(2012). 
51 Id., pág. 736; Mejías et al. v. Carrasquillo et al., supra, págs. 

306-307. 
52 Sucn. Rosado v. Acevedo Marrero, supra, pág. 917. 
53 Id. 
54 Id.; SLG Torres-Matundan v. Centro Patología, 193 DPR 920 (2015). 
55 32 LPRA Ap. VI, R. 110. 
56 Sucn. Rosado v. Acevedo Marrero, supra, pág. 917; Rivera Menéndez 

v. Action Service, 185 DPR 431, 444 (2012). 
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escenarios en que de la prueba admitida no exista base 

suficiente que apoye tal determinación.57  

 Sin embargo, cuando las conclusiones de hecho del 

foro de primera instancia estén basadas en prueba 

pericial o documental, el tribunal revisor se encuentra 

en la misma posición que el foro recurrido.58  

C. Daños y Perjuicios 

El Artículo 1802 del Código Civil de Puerto Rico 

establece, en parte, que el que por acción u omisión 

causa daño a otro, interviniendo culpa o negligencia, 

está obligado a reparar el daño causado.59 A esos 

efectos, el Tribunal Supremo ha establecido que es 

indispensable probar los siguientes elementos para que 

proceda la reparación de un daño: (1) que el acto u 

omisión haya sido hecho de manera culposa o negligente; 

(2) que exista una relación causal entre el acto u 

omisión culposa o negligente y el daño ocasionado; y (3) 

que se le haya causado un daño real al reclamante.60  

Por su parte, nuestro Más Alto Foro ha definido el 

término "daños" en múltiples ocasiones como todo 

menoscabo material o moral causado contraviniendo una 

norma jurídica, que sufre una persona y del cual haya de 

responder otra.61 Por otro lado, la culpa o negligencia 

es la falta del debido cuidado que consiste en no 

anticipar y prever las consecuencias racionales de un 

acto, o la omisión de un acto, que una persona prudente 

y razonable habría previsto en las mismas 

 
57 Pueblo v. Toro Martínez, supra, pág. 859. 
58 Sucn. Rosado v. Acevedo Marrero, supra, pág. 918; González 

Hernández v. González Hernández, 181 DPR 746 (2011). 
59 31 LPRA sec. 5141. 
60 Nieves Díaz v. González Massas, 178 DPR 843 (2010).   
61 López v. Porrata Doria, 169 DPR 135 (2006). Véase, además, Santini 

Rivera v. Serv. Air, Inc., 137 DPR 1 (1994); García Pagán v. Shiley 

Caribbean, etc., 122 DPR 193 (1988). 
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circunstancias.62 Para que surja la responsabilidad civil 

bajo el precitado Artículo 1802 hay que establecer si ha 

intervenido culpa o negligencia y si existe el necesario 

nexo causal entre el evento culposo y el daño sufrido. 

En Puerto Rico rige la teoría de la causalidad adecuada 

y dicha teoría postula que causa es aquella que 

comúnmente produce el daño.63 Conforme a ella, no es 

causa adecuada toda condición sin la cual no se hubiese 

producido el resultado, sino aquella que ordinariamente 

lo produce según la experiencia general.64 De esta forma, 

quien presuntamente sufre un daño por la negligencia de 

otro, tiene la obligación de poner al Tribunal en 

condiciones de poder hacer una determinación clara y 

específica sobre negligencia mediante la presentación de 

prueba a esos efectos. Es decir, es la parte demandante 

quien tiene el peso de probar sus alegaciones mediante 

la presentación y preponderancia de prueba a base del 

criterio de probabilidad.65 La suficiencia, contundencia 

o tipo de prueba presentada, así como el valor que los 

Tribunales le darán dependerá de las circunstancias 

particulares de cada caso de conformidad con nuestro 

derecho probatorio.66  

El Artículo 1802 dispone, además, que la 

imprudencia concurrente del perjudicado no exime de 

responsabilidad, pero conlleva la reducción de la 

indemnización. Lo anterior se conoce como la defensa de 

negligencia comparada y su efecto es atenuar la 

responsabilidad de la parte demandada de acuerdo al 

 
62 Nieves Díaz v. González Massas, supra. 
63 Jiménez v. Pelegrina Espinet, 112 DPR 700 (1982). 
64 Negrón García v. Noriega Ortiz, 117 DPR 570 (1984). 
65 Capó v. Almacenes Pitusa, 95 DPR 23 (1995); Vaquería Garrochales, 

Inc. v. A.P.P.R., 106 DPR 799 (1978). Véase, además, Regla 110 de 

las Reglas de Evidencia, 32 LPRA Ap. VI, R. 110. 
66 Castro Ortiz v. Municipio de Carolina, 134 DPR 783 (1993). 
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grado de negligencia desplegado por la parte demandante 

que contribuye a la producción de sus propios daños.67 

La doctrina de negligencia comparada requiere que el 

juzgador, además de determinar el monto de la 

compensación que corresponde a la víctima, establezca el 

porcentaje de responsabilidad o negligencia que 

corresponda a cada parte y reduzca la indemnización del 

demandante de conformidad con esta distribución de 

responsabilidad.68 De esta forma, para determinar la 

negligencia que corresponde a cada parte en casos de 

negligencia comparada es necesario analizar y considerar 

todos los hechos y circunstancias que mediaron en el 

caso; y, particularmente, si ha habido una causa 

predominante.69 

-IV- 

 La parte apelante, sucintamente, discute en su 

recurso de Apelación que el Tribunal de Primera 

Instancia se equivocó al declarar Ha Lugar la solicitud 

de sentencia sumaria presentada por Deya y MAPFRE, ya 

que la alegada negligencia de estas debe dirimirse en un 

juicio en su fondo.  

 Específicamente, indica que de la solicitud de 

sentencia sumaria de Deya y MAPFRE surge que no hay 

controversia sobre los daños sufridos por el accidente 

en el ascensor. Añade que de la prueba testifical y 

documental es palpable la negligencia de Deya en el 

mantenimiento del ascensor. Por lo tanto, entiende la 

parte apelante, es improcedente el razonamiento del foro 

apelado sobre la necesidad de presentar prueba pericial 

 
67 Colón Santos v. Coop. Seg. Múlt. P.R, 173 DPR 170 (2008); 

Velázquez v. Ponce Asphalt, 113 DPR 39 (1982); Quiñones López v. 

Manzano Pozas, 141 DPR 139 (1996). 
68 SLG Colón-Rivas v. ELA, 196 DPR 855 (2016). 
69 Id. 
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para demostrar que Deya había fallado en su deber de dar 

mantenimiento adecuado a los ascensores.  

 Por otro lado, Deya y MAPFRE contrariaron los 

argumentos de la parte apelante haciendo referencia a la 

falta de prueba sobre la alegada negligencia en el 

mantenimiento de los ascensores. Indicaron que la parte 

apelante:  

No cuenta con evidencia para demostrar 

que Deya no brindó el mantenimiento 

adecuado y que ello fue la causa por la 

cual ocurrió el accidente; una de las 

causas por la cual no cuenta con dicha 

prueba es porque no contrató prueba 

pericial que pueda establecer cuál es el 

mantenimiento adecuado, qué comprende 

dicho mantenimiento, que Deya se desvió 

del mismo y que ello fue la causa del 

alegado mal funcionamiento del elevador. 

. . [tampoco cuenta] con prueba alguna 

para establecer que Deya tenía 

conocimiento del alegado mal 

funcionamiento, para poder imputarle 

negligencia.    

 

Alegó, también, que la parte apelante no presentó 

un perito de negligencia que pudiera demostrar el 

malfuncionamiento del ascensor y cómo era atribuible al 

mantenimiento ofrecido por Deya. Habiendo examinado los 

alegatos de las partes, estamos en posición de disponer. 

Veamos.   

En su primer señalamiento, la parte apelante 

argumenta que el foro primario erró al acoger la 

solicitud de sentencia sumaria de Deya y MAPFRE sin justa 

causa y sin aquilatar la prueba. De un examen minucioso 

de los documentos hallados en el expediente del caso, no 

encontramos prueba que nos lleve a una conclusión 

distinta a la que llegó el foro primario. Los referidos 

documentos, que incluyen informes de servicio al 

ascensor, entre otros, no le permiten a este foro 

concluir que existe un nexo causal entre el accidente de 
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la señora Figueroa Báez y el mantenimiento que Deya les 

daba a los ascensores. De los informes presentados por 

la parte apelante sí podemos colegir que el ascensor 

funcionaba de forma normal;70 que se le dio mantenimiento 

preventivo;71 que todos los ascensores estaban en 

función;72 y que el ascensor número uno (1) estaba 

detenido con una falla, pero que fue reparado y estaba 

funcionando.73 Sin embargo, no encontramos prueba alguna 

en esos informes que nos guíen a considerar que hubo 

negligencia de parte de Deya.  

De un informe, preparado por Dynamic Adjustment 

Bureau, tampoco surge que Deya haya incurrido en alguna 

negligencia que tuviera como consecuencia el accidente 

de la señora Figueroa Báez. El informe se limita a 

exponer, someramente, que Deya es la encargada del 

mantenimiento de los ascensores, que el accidente fue 

notificado y que durante los meses de marzo y abril los 

ascensores habían presentado problemas.74 Esto, de por 

sí, no implica negligencia por parte de Deya. El lenguaje 

utilizado en el informe no especifica que problemas 

presentaron los ascensores y como esto estaba 

relacionado con su mantenimiento. Este informe, 

combinado con los informes de servicio presentados por 

la parte apelante, demuestra que Deya dio mantenimiento 

 
70 Véase, Apéndice del recurso, Exhíbit IV – Reporte de servicio – 

Deya Elevator Serv. #0409947 (4/20/2014), pág. 36; Id. Exhíbit V – 

Reporte de Servicio – Deya Elevator Serv. #415096 (4/21/2014), pág. 

37.   
71 Id., Exhíbit VI – Reporte de Servicio – Deya Elevator Serv. 

#412764 (4/22/2014), pág. 38.  
72 Id., Exhibit VII – Reporte de Servicio – Deya Elevator Serv. 

#415099 (4/22/2014), pág. 39; Id., Exhíbit IX Reporte de Servicio 

– Deya Elevator Serv. #415105 (4/23/2014), pág. 41; Id., Exhíbit X 

- Reporte de Servicio – Deya Elevator Serv. #414962 (4/28/2014), 

pág. 42; Id., Exhíbit XI Reporte de Servicio – Deya Elevator Serv. 

#414968 (4/29/2013), pág. 43; Id., Exhíbit XII - Reporte de Servicio 

– Deya Elevator Serv. #414973 (4/30/2014), pág. 44.  
73 Id., Exhíbit VIII - Reporte de Servicio – Deya Elevator Serv. 

#415341 (4/23/2014), pág. 40. 
74 Id., Exhíbit XIII - Informe de Investigación – Dynamic Adjustment 

Bureau, págs. 45-48.   
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preventivo y reparaciones a los ascensores cuando estos 

presentaron problemas y que, el resto del tiempo, estos 

funcionaban de forma adecuada. El foro apelado no 

cometió el primer erro señalado.  

Por otro lado, en su segundo señalamiento, la parte 

apelante indica que el foro primario erró al determinar 

que la ausencia de prueba pericial le impedía a la parte 

apelante demostrar los elementos necesarios sobre la 

negligencia de Deya. En varias ocasiones hemos reiterado 

que los tribunales apelativos debemos ser precavidos al 

momento de intervenir con la apreciación de la prueba de 

los foros de primera instancia. Es el juzgador de hechos 

quien tiene la prueba ante sí y la aquilata de modo que 

la controversia pueda dilucidarse. Dentro de sus 

prerrogativas está determinar la suficiencia de la 

prueba, sea esta testifical, documental o pericial, para 

poder hacer sus determinaciones de hechos y conclusiones 

de derecho. En este caso, el foro primario determinó que 

la ausencia de prueba pericial que demostrara la 

negligencia de Deya en el mantenimiento del ascensor le 

impedía determinar si esta última tenía responsabilidad 

por el accidente. No detectamos un abuso de discreción 

por parte del Tribunal de Primera Instancia.  

Por último, nuestro ordenamiento jurídico dispone 

que para que prospere una causa de acción por daños y 

perjuicios deben coincidir (1) un acto u omisión que 

haya sido hecho de manera culposa o negligente; (2) una 

relación causal entre el acto u omisión culposa o 

negligente y el daño ocasionado; y (3) que se le haya 

causado un daño real al reclamante.75 En el caso de autos, 

 
75 Nieves Díaz v. González Massas, supra.  
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la parte apelante no demostró dos de estos elementos 

respecto a Deya. No encontramos prueba del acto u omisión 

que le impondría negligencia y, por lo tanto, 

responsabilidad extracontractual. La parte apelante 

tampoco presentó prueba sobre la relación causal entre 

el mantenimiento de los ascensores por parte de Deya y 

el accidente que sufrió la señora Figueroa Báez. Por lo 

tanto, no se cometió el segundo error señalado.    

Concluimos que el Tribunal de Primera Instancia no 

erró al declarar Con Lugar la Solicitud de Sentencia 

Sumaria de Deya y MAPFRE. No encontramos hechos en 

controversia que podrían llevar a un resultado diferente 

en el juicio en su fondo. Es nuestra apreciación que la 

parte apelante no logró demostrar que tuviera una causa 

de acción por daños y perjuicios en contra de las 

antedichas codemandadas. Al no encontrar error, 

prejuicio o parcialidad en la decisión del foro apelado, 

no intervendremos con su determinación.          

-V- 

Por los fundamentos antes expuestos, se confirma 

la Sentencia apelada. 

Lo acordó y manda el Tribunal, y lo certifica la 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones. 

 

 

 

Lcda. Lilia M. Oquendo Solís  

Secretaria del Tribunal de Apelaciones 
 

 


